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SALA DE CASACIÓN SOCIAL
Ponencia del Magistrado Dr. OMAR ALFREDO MORA DÍAZ.-

 

En el juicio que por cobro de prestaciones sociales sigue el ciudadano RÓMULO ENRIQUE FUNES TUÁREZ, representado judicialmente por los abogados Oscar Antonio Marcano, Antonio González Clarke y Maigre Mirabal Luna, contra la sociedad mercantil INGENIERÍA Y SEVICIOS TÉCNICOS NEWSCA, S.A., representada judicialmente por los abogados Loredana Rosa Longo Bixio, Luis León Gerardino y Paúl Núñez Pérez, el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, conociendo en apelación, dictó sentencia definitiva en fecha 29 de enero de 2001, en la cual declaró sin lugar la apelación interpuesta por la parte accionada contra la sentencia de fecha 28 de septiembre de 1999 proferida por el Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, en la cual se declaró con lugar la demanda, quedando así confirmado el fallo.

 

Contra la decisión de alzada, la parte demandada anunció recurso de casación, el cual fue admitido en fecha 12 de marzo de 2001, ordenándose la remisión del expediente a la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia.

 

Recibido el expediente se dio cuenta en Sala en fecha 5 de abril de 2001, y se designó ponente al Magistrado Dr. Omar Alfredo Mora Díaz.

 

Mediante escrito de fecha 12 de marzo de 2001, el apoderado judicial de la parte demandada formalizó el recurso de casación. No hubo impugnación.

 

Concluida la sustanciación del recurso y cumplidas las demás formalidades legales, pasa esta Sala a dictar sentencia, en los términos siguientes:

 

 

 

RECURSO POR DEFECTO DE ACTIVIDAD

 

- I -

 


De conformidad con el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, denuncia el recurrente la infracción del ordinal 2º del artículo 243 eiusdem, en concordancia con el artículo 12 del referido Código.

 

Alega el formalizante que la recurrida omitió mencionar los nombres de los apoderados judiciales de la parte demandada, lo que constituye una infracción a la norma denunciada, pues dicha disposición contiene los requisitos formales de la sentencia y su omisión acarrea la nulidad de la misma, de conformidad con el artículo 244 del Código de Procedimiento Civil.

 

La Sala, para decidir, observa:

 


El artículo 243 del Código de Procedimiento Civil contempla expresamente los requisitos de forma intrínsecos que toda sentencia debe llenar y cuya inobservancia u omisión acarrea la nulidad del fallo; ello es así porque como lo ha dejado sentado la doctrina patria:

 

“Para que la sentencia tenga una exacta correspondencia con la pretensión, es necesario asegurarse de que ella examina y considera los elementos de la pretensión: sujeto, objeto y título (...) pues de otro modo, no quedaría observado el principio dispositivo”. (Arístides Rengel Romberg, Tratado de Derecho Procesal Civil, Tomo II).

 


Ahora bien, como anteriormente se mencionó podría la sentencia declararse nula, de conformidad con el artículo 244 del Código de Procedimiento Civil, por faltar los requisitos intrínsecos de forma de la misma, siendo las partes las que conformarían las determinaciones subjetivas de la pretensión, tal como lo establece el ordinal 2º del artículo 243 eiusdem, pero no así los apoderados de éstas, fundamentalmente porque el límite subjetivo de la cosa juzgada lo determinan las partes y sus efectos no se extienden a los representantes judiciales.

 


De tal manera que la falta de mención de los apoderados en el fallo, no afecta el principio dispositivo, en el entendido que su omisión no impide que exista la necesaria correspondencia entre la sentencia y la pretensión, y que se produzca el efecto deseado, a saber, el límite subjetivo de la cosa juzgada y la eventual ejecución del fallo.


Así lo estableció esta Sala de Casación Social en decisión de fecha 22 de febrero de 2001, (Juan de la Cruz Rodríguez contra Cándido Ramón Rodríguez), que expresó lo siguiente:

 

“Pero esta indeterminación subjetiva no alcanza a los apoderados judiciales, por cuanto la falta de mención de los mismos no priva a la sentencia de sus efectos propios, y así se ha establecido pacífica y reiteradamente por este Alto Tribunal en decisiones como la de fecha 15 de noviembre de 2000, en Sala de Casación Civil, la cual acoge esta Sala Social, que estableció lo que de seguidas se transcribe:

 

‘...Por otra parte, conforme a la doctrina vigente de la Sala sobre la materia, ratificada entre otros en fallo de fecha 9 de octubre de 1997, (caso Patricia Espinoza contra Antonio Ramón Posamai), que se reitera, en una correcta interpretación del ordinal 2º del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil, en relación con la mención de los apoderados, debe concluirse que el fallo será nulo conforme a las disposiciones del artículo 244 ejusdem, cuando exista omisión de los requisitos intrínsecos de forma de la sentencia, esto es, cuando falten aquellas determinaciones subjetivas y objetivas que configuran la pretensión, entre las cuales figuran las partes, pero no los apoderados de éstas, porque el límite subjetivo de la cosa juzgada lo determinan las partes....’”.
 

Por todas las consideraciones anteriormente expuestas se declara improcedente la presente denuncia. Así se decide.

- II -

 

Denuncia el recurrente, con fundamento en el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, la infracción del ordinal 5º del artículo 243 eiusdem, en concordancia con el artículo 12 del mismo Código.

 

Para fundamentar su denuncia el formalizante expresa que la recurrida incumple el requisito de que la decisión debe ser expresa, positiva y precisa, debido a que su dispositiva se limita a declarar sin lugar la apelación y a confirmar el fallo de primera instancia, sin haber analizado el mismo, lo cual hace que resulte incomprensible; debiendo el sentenciador, para cumplir con el artículo 243 del Código de Procedimiento Civil, declarar con o sin lugar la demanda, nombrando a la persona condenada o absuelta y la cosa sobre la cual recae la condena o absolución, extremos éstos que no se cumplieron en la recurrida y que la hacen inejecutable.

 

Para decidir, se observa:

 


Del análisis de la delación se observa que el formalizante en su escrito, encuadra la denuncia en el ordinal 5º del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil, pero el fundamento de la misma está referido a la violación de los ordinales 2º y 6º eiusdem, que delimitan el vicio de indeterminación subjetiva y objetiva, respectivamente, cuando la violación del ordinal 5º antes referido, sólo reproduce el pretendido vicio de incongruencia (positiva o negativa), evidenciándose así una mezcla de los vicios de indeterminación subjetiva, objetiva e incongruencia; e inclusive pareciera desprenderse en una parte de su exposición, la infracción por inmotivación.

 


Tal como se ha reiterado insistentemente por la Sala, esta manera de formalizar es absolutamente contraria a la técnica que se debe observar en la redacción del escrito y que constituye una carga impuesta al recurrente, debiendo en consecuencia, fundamentarse cada una de las denuncias individualmente con la cita del respectivo precepto legal infringido y el razonamiento que explica la denuncia, requiriéndose además, que inexorablemente se haga en forma clara, precisa y por capítulos separados. 

 

En virtud de que el recurrente no ha cumplido con la debida técnica de formalización, se desecha esta denuncia. Así se decide.

 

- III -

 

Con fundamento en el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, denuncia el formalizante la infracción por la recurrida del artículo 243 del mismo Código, ordinal 5º, en concordancia con el artículo 12 eiusdem, por no haber decidido con arreglo a la pretensión deducida y a las excepciones o defensas opuestas.

 


El formalizante fundamenta la presente denuncia en que fue presentado, en la oportunidad que establece el artículo 76 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, escrito de alegatos referidos a la impugnación de la sentencia de primera instancia.

 


Señala que el Tribunal Superior sólo hizo mención a los folios donde se encuentran insertos dichos planteamientos, pero sin que hayan sido tomados en cuenta, incurriendo así en omisión de pronunciamiento al no atenerse a lo alegado y probado en autos, es decir, no resolvió los planteamientos hechos en el escrito de informes sobre:1) los recibos de pago presentados por el actor, que carecen de valor probatorio por ser estos instrumentos fundamentales de la demanda y de conformidad con el artículo 434 del Código de Procedimiento Civil, el reclamante debió señalar en el libelo, la oficina o lugar donde se encontraban. 2) la nulidad absoluta de que adolece la sentencia de primera instancia, ante la falta de pronunciamiento del Juez a-quo, porque la parte actora no promovió prueba de cotejo, de conformidad con el artículo 445 del Código de Procedimiento Civil, ante la negativa formal que hiciera el demandado respecto de los recibos de pago. 3) La falta de motivos de derecho de la decisión del Tribunal de la causa. 4) el silencio de pruebas en que incurre el Juez de la instancia inferior con relación a los documentos aportados por el actor: un supuesto Contrato Colectivo de Trabajo; una supuesta constancia de trabajo y dos supuestos carnets emanados de la empresa demandada. 5) la experticia complementaria del fallo practicada por un solo experto, acordada por el a-quo, para el pago de los conceptos laborales reclamado por el actor y 6) el señalamiento de la sentencia apelada respecto a que el pago de los emolumentos ocasionados por la experticia serán cancelados por la empresa, cuando el interesado, que es el demandante, es a quien le corresponde dicho pago.
 

A los fines de decidir, se observa:

 

En cuanto a la obligación del sentenciador de pronunciarse sobre los alegatos presentados en informes por las partes, ha sido criterio reiterado por la jurisprudencia de este alto tribunal, que la misma sólo existe cuando se hayan formulado peticiones relacionadas con la confesión ficta, la reposición de la causa o cualquier otra petición similar que pudiera tener influencia determinante en la suerte del proceso, haciéndose necesario en estos casos, el pronunciamiento expreso del Juez, por cuanto su omisión acarrea la violación de los artículos 12 del Código de Procedimiento Civil, por no atenerse a lo alegado y probado en autos y, 243 y 244 del mismo Código, por no atenerse al principio de exhaustividad de la sentencia.
 


En este sentido se ha pronunciado esta Sala de Casación Social, en sentencia de fecha 5 de abril de 2001, al siguiente tenor:

“...no cumple el Tribunal con el principio de exhaustividad e incurre en el vicio de incongruencia, cuando no resuelve sobre lo alegado y sobre todo lo alegado en el libelo y en la contestación, pues la oportunidad para que las partes formulen sus alegatos está regido por el principio de preclusión. Además también incurre en el vicio de incongruencia si, excepcionalmente, las partes señalan en informes alguna petición o defensa específica trascendental para la suerte del proceso, como sería la confesión ficta o la inexistencia en autos de un vicio que afecte de nulidad de los actos consecutivos a un acto írrito, de modo que pueda ser solicitada la nulidad y reposición de la causa al estado procesal correspondiente al punto de partida de la nulidad.
 

En tal sentido, esta Sala ratificando los criterios supra transcritos indica, que para no incurrir en el vicio de incongruencia negativa, el Juez deberá conectar la pretensión del actor, con las defensas y excepciones presentadas por el demandado, pasando por las pruebas aportadas, para así llegar a una sentencia congruente. No obstante, en el caso de presentarse alguna circunstancia que por ser de carácter procesal, o por haber surgido en el transcurrir del proceso, ameritara ser alegada en informes, también deberá ser apreciada por el sentenciador para no incurrir en el referido vicio”. (Sentencia de la Sala de Casación Social de fecha 22 de febrero de 2001). (Negritas y Subrayado de la Sala).

 

En la presente denuncia, el formalizante en su escrito de informes alegó una serie de vicios en los cuales, consideró, incurrió la sentencia apelada, a los fines de fundamentar el recurso propuesto y ser definitivamente resueltos por el Superior; alegatos que no incluyen como se estableció en el criterio precedente, solicitudes que impidan al juez conocer el fondo de la controversia.

 

Ahora bien, a los planteamientos formulados por el recurrente con relación al valor probatorio de los recibos de pago presentados por el actor y la nulidad de la sentencia de primera instancia, en virtud de que la parte actora no promovió prueba de cotejo, de conformidad con el artículo 445 del Código de Procedimiento Civil, ante la negativa formal que hiciera el demandado respecto de los referidos recibos, de conformidad con la doctrina precedentemente transcrita, podían considerarse circunstancias de carácter procesal surgidas en el transcurso del proceso que ameritan el expreso pronunciamiento del juez superior.

 


No obstante, del análisis de los autos constata la Sala que la recurrida al folio 234 y 235, señala que:

 

“En el mismo escrito la apoderada de la empresa, abogada Loredana Longo Bixio, procediendo de conformidad con los artículos 429, 431 y 444 del Código de Procedimiento Civil, impugna rechaza y niega formalmente en sus contenidos y firmas, los recibos de pago marcados con las letras “B”, “C”, “D” y ”E”, y dos carnets de trabajo, marcados con la letra “G”; (...).

 

Por diligencia de fecha 6 de julio de 1999, el abogado Oscar Marcano, (...), apoderado actor, ‘insiste en el valor probatorio de todas las pruebas  consignadas a los autos’.

 

Ahora bien, el artículo 443 del Código de Procedimiento Civil, en su tercer aparte, expresa que ‘en el caso de impugnación o tacha de instrumentos privados, se observarán las reglas de los artículos precedentes, en cuanto les sean aplicables’, y el artículo 440 eiusdem, al cual remite, entre otros, la norma arriba citada, establece que ‘el tachante en el quinto día siguiente, presentará escrito formalizando la tacha, con explanación de los motivos y exposición de los hechos circunstanciados que queden expresados...’ (descripción pormenorizada de los hechos que le sirvan de apoyo y que se proponga pegar), lo que no hizo la impugnante en su oportunidad legal, razón por la cual el sentenciador le otorga pleno valor probatorio.

 

 

 


Del extracto de la sentencia recurrida se desprende que el juez superior, en el ejercicio que le confiere el sistema del doble grado de jurisdicción, regido por el principio dispositivo y, en virtud del cual, el efecto devolutivo de la apelación genéricamente interpuesta, como en el caso de autos, le da la jurisdicción plena para examinar nuevamente la controversia, no omitió el pronunciamiento alegado por el recurrente, aun cuando éste no hubiese sido tomado del escrito de informes, por cuanto la impugnación sobre los puntos discutidos ya constaban en autos y formaban parte de las excepciones y defensas opuestas por el demandado.
De ello se desprende que los planteamientos formulados por el recurrente en su escrito de informes, al producirse un nuevo examen de la controversia quedaron subsanados sin necesidad de que el juez Superior considerara cada uno individualmente, como alegato del impugnante, en virtud de lo cual, de conformidad con el principio de exhaustividad de la sentencia previsto en el ordinal 5º del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil, le correspondía inexorablemente un pronunciamiento expreso, tal como efectivamente se hizo al declarar extemporánea la impugnación de los recibos de pago presentados por la parte actora.

 

Por otra parte, con relación a los planteamientos expuestos en cuanto a la falta de pronunciamiento de las pruebas aportadas por el actor, considera la Sala que estas no configuran defensas susceptibles de ser denunciadas por el vicio en referencia, en el entendido que, la omisión absoluta de pronunciamiento de las pruebas aportadas en el proceso configuran el vicio de inmotivación y no de incongruencia negativa.

 


Por último, los planteamientos esgrimidos por la falta de motivos de derecho de la decisión del Tribunal de la causa, la experticia complementaria del fallo para el pago de los conceptos laborales reclamados por el actor y el pago de los emolumentos ocasionados por la experticia, son inherentes a la plena jurisdicción que adquirió el juez superior con motivo de la apelación, en la cual se produce un nuevo examen de la controversia y como ha sostenido anteriormente este máximo tribunal “reintegra a las partes a la condición que tenían inmediatamente después de la contestación de la demanda”, ello por el efecto suspensivo de la impugnación, produciéndose así la renovación del proceso y en el cual, corresponderá al juez de alzada pronunciarse sobre los motivos de hecho y de derecho en su fallo y, el deber de ordenar en los fallos de condena la experticia complementaria, cuando éste no pueda hacer la estimación según las pruebas de autos.
 

Por todas las consideraciones anteriormente expuestas, se desecha la presente denuncia. Así se decide.

 

- IV -

 

Con fundamento en el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, delata el recurrente la infracción del ordinal 4º del artículo 243 eiusdem, en concordancia con el artículo 12 del mismo Código, “por no atenerse a las normas de derecho cuando decidió los diferentes puntos en la parte dispositiva del fallo recurrido”.

 


Expresa el formalizante que la recurrida, en su parte dispositiva, no señala los motivos de derecho de lo decidido, a excepción de la mención que hace de los artículos 443 y 440 del Código de Procedimiento Civil, refiriéndose a una impugnación documental.

 

Para decidir, se observa:

 

El vicio de inmotivación puede adoptar diversas modalidades, entre ellas, cuando se omite todo razonamiento de hecho o de derecho; que deben estar contenidos en la parte motiva de la sentencia, y no en la dispositiva, tal como parece indicarlo el formalizante, pues ésta contiene en principio, la decisión propiamente dicha y la determinación de la cosa u objeto sobre la cual recae el fallo.

 

Afirma Arístides Rengel Romberg, en su obra Tratado de Derecho Procesal Civil Venezolano, lo siguiente:

 

“Pues bien, si los motivos de hecho y de derecho de la decisión, constituyen como hemos visto, requisitos de forma que intrínsecamente debe llenar la sentencia, la expresión externa de ellos debe hacerse en la parte estructural de la sentencia llamada motiva, destinada expresamente para expresar los razonamientos de hecho y de derecho en los cuales el juez fundamenta su decisión, para que ésta no sea el resultado del capricho o arbitrio del juez, sino de un juicio lógico, fundado en el derecho y en las circunstancias de hecho debidamente probadas en la causa. La expresión de los motivos y fundamentos del fallo en la parte motiva de la sentencia, protege pues a las partes contra lo arbitrario, y no han de consistir en meras afirmaciones del juez, sino en las razones y demostraciones de lo resuelto en el dispositivo del fallo”.

 

Ahora bien, de conformidad con el ordinal 4º del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil, el juez está en la ineludible obligación de expresar los motivos de hecho y de derecho de la decisión, con la finalidad, como lo estableció esta Sala en decisión de fecha 13 de julio de 2000, de “permitir así el control de la legalidad de la sentencia y facilitar a la comunidad el conocimiento de tales motivos para que el convencimiento sobre la solución de la controversia se genere por el peso de la razón”.

 

La sentencia recurrida expresa:

 

“La parte demandada negó radicalmente todos y cada uno de los pedimentos contenidos en el libelo de la demanda y en su parte final expresa: ‘Niego, rechazo y contradigo todo el contenido del libelo presentado por el accionante en contra de mi representada, en virtud de que el actor jamás mantuvo una relación de subordinación para con mi representada y en consecuencia no es merecedor del derecho del pago de prestaciones sociales, ni ningún otro beneficio derivado de la legislación laboral’.

 

La empresa demandada (...), representada por la ciudadana Marlene Trillos, del Departamento de Administración de la compañía, emitió constancia en la forma de “A quien Pueda Interesar”, en la que asienta que el señor Rómulo Funes, (...), “trabaja en esta empresa desde el mes de abril de 1994. El señor Rómulo Funes se desempeña como ayudante de guaya fina y suabo (como obrero ocasional) en nuestro departamento de operaciones”, esta constancia está escrita en papel timbrado con el nombre de la empresa, su dirección en la población de Anaco, hállase estampado además, sello húmedo, con una leyenda que dice “Ingeniería y Servicios Técnicos Newsca, S.A.”, en la parte superior del sello se dice: por Newsca, S.A., luego dentro del sello una firma ilegible y debajo el nombre de Marlene Trillos, Departamento Administrativo. Esta prueba la aprecia el sentenciador en su valor probatorio, ya que habiendo sido “producida en juicio” el día diez (10) de junio de 1999, la impugna la parte demandada el día 28 del mismo mes, lo que evidentemente es extemporáneo, de conformidad con lo dispuesto con el artículo 443 del Código de Procedimiento Civil.

 

En el mismo escrito la apoderada de la empresa, abogada Loredana Longo Bixio, procediendo de conformidad con los artículos 429, 431 y 444 del Código de Procedimiento Civil, impugna rechaza y niega formalmente en sus contenidos y firmas, los recibos de pago marcados con las letras “B”, “C”, “D” y ”E”, y dos carnets de trabajo, marcados con la letra “G”; (...).

Por diligencia de fecha 6 de julio e 1999, el abogado Oscar Marcano, (...), apoderado actor, ‘insiste en el valor probatorio de todas las pruebas  consignadas a los autos’.

 

Ahora bien, el artículo 443 del Código de Procedimiento Civil, en su tercer aparte, expresa que ‘en el caso de impugnación o tacha de instrumentos privados, se observarán las reglas de los artículos precedentes, en cuanto les sean aplicables’, y el artículo 440 eiusdem, al cual remite, entre otros, la norma arriba citada, establece que ‘el tachante en el quinto día siguiente, presentará escrito formalizando la tacha, con explanación de los motivos y exposición de los hechos circunstanciados que queden expresados...’ (descripción pormenorizada de los hechos que le sirvan de apoyo y que se proponga probar), lo que no hizo la impugnante en su oportunidad legal, razón por la cual el sentenciador le otorga pleno valor probatorio”.

 

En el presente caso, el Juez cumplió con su deber de expresar en el fallo las razones de derecho que lo condujeron a lo dispositivo, en virtud de que, con base en las pruebas de autos, dio por comprobada la relación laboral y sus elementos constitutivos, como la subordinación, dependencia y remuneración. Por tanto, el Juez no incurre en el vicio de inmotivación. Así se decide.

 


En consecuencia, se declara improcedente la presente denuncia.

- V -

 

Denuncia el recurrente de conformidad con el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, la infracción de los ordinales 4º y 5º del artículo 243 eiusdem, en concordancia con el artículo 12 del mismo Código.

 


El formalizante alega que la recurrida da por probadas las fechas de inicio y de terminación de la relación de trabajo, el salario y la prestación de servicios de una manera vaga ambigua e imprecisa, omitiendo señalar los motivos de hecho y de derecho de la decisión, y sin decidir de una manera expresa, positiva y precisa con arreglo a la pretensión deducida y las defensas opuestas.

 

La Sala observa:

 

Incurre nuevamente el formalizante en una mezcla indebida de las denuncias, enunciando conjuntamente distintos quebrantamientos tales como la inmotivación, de hecho y de derecho, y la incongruencia. Se reitera lo expresado en el Capítulo II de la presente decisión, en cuanto a que, el formalizante debe realizar una coherente fundamentación expresando razones claras y concretas para que su exposición sea comprensible. Es decir, ordene y divida las denuncias para la debida precisión en el escrito de formalización.

 

En virtud de que en la presente denuncia el recurrente no ha cumplido con la debida técnica de formalización, se desecha esta denuncia. Así se decide.

 

- VI -

 

De conformidad con el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, denuncia el recurrente la infracción del artículo 12 eiusdem, “por sacar elementos de convicción fuera de los autos y por no atenerse a lo alegado y probado en ellos, en relación con el articulo 15 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 49, ordinal 1º de la Constitución Nacional de la República Bolivariana de Venezuela”.

 

Para fundamentar su denuncia, el recurrente textualmente señala:

 

“(...) 1) Señala la sentencia recurrida en la página 10, folios 234, lo siguiente:....La empresa demandada “INGENIERÍA Y SERVICIOS TÉCNICOS  NEWSCA, S.A.”, representada por la ciudadana MARLENE TRILLOS, del departamento de Administración de la Compañía, emitió constancia en la forma de “A quien pueda Interesar”.... Del parágrafo transcrito se infiere:

a) Que la Empresa “INGENIERÍA Y SERVICIOS TÉCNICOS  NEWSCA, S.A” está representada por la Ciudadana MARLENE TRILLOS, siendo que en ninguna foliatura que integran el presente expediente aparece dicha ciudadana como representante de nuestra mandataria, ni mucho menos aparece dicha representación probada en el texto de la sentencia recurrida, pues, no hay ningún elemento probatorio en los autos que acredite tal representación.

b) Que la ciudadana MARLENE TRILLOS emitió constancia de “A quien pueda interesar”, siendo que en todas las actuaciones que integran el presente expediente, así como también las foliaturas que integran el fallo recurrido, no aparece prueba alguna demostrando que la mencionada constancia fue emitida por dicha ciudadana.

 

2) Señala la sentencia recurrida en la página 11, folio 235, parte final y comienzo de la página 12, folio 236 lo siguiente:

 

...Cursan en el expediente 113 planillas del mismo tenor del descrito, siendo la última la que comprende la semana del 19 de enero de 1998 hasta el 25 de enero del mismo año, fecha ésta indicada por el trabajador como la fecha de su despido...

 

De este parágrafo transcrito la recurrida dio por probada la fecha del despido del trabajador reclamante, de acuerdo al contenido de la última planilla que hace referencia a la semana comprendida del 19 de enero de 1998 hasta el 25 de enero de ese mismo año, siendo que en ninguna foliatura que integran el presente expediente, ni mucho menos en las foliaturas que integran el fallo recurrido, aparecen elementos probatorios algunos que acredite que el trabajador reclamante fue despedido por nuetra representada en fecha 25 de enero de 1998.

 

3) Señala la sentencia recurrida en la página 11, folio 235, lo siguiente:... Y examinado el legajo de recibos consignados. Marcados b, c, d y e, los cuales considera el sentenciador emitidos por la Empresa como constancia de haberle cancelado al trabajador su salario. Si bien estos recibos eran solamente firmados por el reclamante y no por persona alguna de la empresa, sin embargo hay fuertes indicios que dichos recibos fueron emitidos por la demandada....

 

Del párrafo transcrito, se evidencia que la recurrida da por probados dos hechos a saber:

1)Que los recibos marcados b, c, d y e fueron emitidos por nuestra representada.

2) Y que dichos recibos están firmados por el reclamante, siendo que en ambos casos en ninguna de las actas que integran este expediente ni mucho menos las que integran la sentencia recurrida, aparecen elementos probatorios algunos que demuestren que esos recibos fueron emitidos por nuestra representada y que los mismos fueron firmados por el reclamante.

 

(omissis).

 

(...) La recurrida, incurrió en un falso supuesto, sacó elementos de convicción fuera de los autos y no se atuvo a lo alegado y probado en ellos.

 

 

 

Para decidir, la Sala observa:

 

Adolece absolutamente la presente denuncia de la debida técnica de formalización en casación, por cuanto se pretende denunciar el vicio de falso supuesto, relativo éste, a la casación sobre los hechos como una denuncia por defecto de forma, tal como lo expresó el recurrente en un extracto del escrito, aun cuando no encuadró la denuncia en ninguno de los ordinales del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil.

 

Tampoco especificó cuál de los casos de falso supuesto se acusa, dado que delata una serie de hechos considerados como “elementos de convicción fuera de los autos”, que se corresponde más con una delación por incongruencia positiva y, delata además la infracción del artículo 15 del Código de Procedimiento Civil, que consagra el denominado “equilibrio procesal”, que es un desarrollo del principio de rango Constitucional en el que va implícito la salvaguarda del derecho de defensa, denunciable como un vicio de actividad.
 


Esta Sala Social ha insistido en reiterar la manera de denunciar la infracción sobre los hechos, que debe cumplir unos particulares requisitos tanto legales como de construcción jurisprudencial, y que han sido señalados en decisiones como la de fecha 22 de febrero de 2001, al siguiente tenor:

 

“Para que la Corte pueda examinar y decidir acerca de la determinación y apreciación que los jueces del mérito hayan efectuado sobre los hechos y las pruebas, es indispensable que el formalizante se ajuste a la técnica elaborada por la Sala para la denuncia apropiada de casación sobre los hechos, técnica que exige el cumplimiento de los siguientes requisitos: a) indicación del hecho positivo y concreto que el juzgador haya dado por cierto valiéndose de una falsa suposición; b) indicación específica del caso de falsa suposición a que se refiere la denuncia, puesto que el encabezamiento del artículo 320 del Código de Procedimiento Civil prevé en ese respecto tres (3) situaciones distintas; c) el señalamiento del acta o instrumento cuya lectura patentice la falsa suposición; d) indicación y denuncia del texto o los textos aplicados falsamente, porque el Juez da por cierto un hecho valiéndose de una suposición falsa; e) la exposición de las razones que demuestren que la infracción cometida fue determinante de lo dispositivo de la sentencia.

 

Por otra parte, este criterio fue ampliado en sentencia de fecha 29 de noviembre de 1995, para incluir el supuesto de que el error conduzca a la falta de aplicación de una norma jurídica. Ahora bien, si se establece un hecho falso, que constituye el supuesto de hecho abstracto de una norma, este error sólo puede conducir a que se aplique esa regla legal a unos hechos reales a los cuales no es aplicable, lo cual constituiría, de acuerdo con el razonamiento de la doctrina analizada, falsa aplicación. Esta es la consecuencia directa del error y otras normas sólo resultarían violadas por falta de aplicación como una consecuencia de segundo grado, constituyendo estas últimas las reglas que el sentenciador de última instancia debió aplicar y no aplicó para resolver la controversia.(Sentencia de fecha 09 de agosto de 2000, Sala de Casación Social).

 

 

 


En atención al criterio precedente, ante la falta de una adecuada técnica, debe la Sala desechar la presente denuncia. Así se decide. 

 

RECURSO POR INFRACCIÓN DE LEY

 

- I -

 

Con fundamento en el artículo 313, ordinal 2º del Código de Procedimiento Civil, delata el recurrente como infringido el artículo 1.368 del Código Civil, “en relación con el artículo 395 eiusdem y en justa concordancia con el artículo 12 ibidem”, por falta de aplicación de una norma vigente.

 


Aduce el formalizante que la recurrida al no desechar los recibos de pago consignados como pruebas por el demandante, los cuales no estaban firmados por su mandante, “no se atuvo a las normas de derecho que en el presente caso es el artículo 1.368 del Código Civil, por cuanto de conformidad con éste, no estando suscrito dichos recibos por la empresa demandada, no tiene valor probatorio alguno; e igualmente infringió el artículo 395 del Código de Procedimiento Civil, por cuanto los mencionados recibos sin firmar por la empresa no tienen valor probatorio en virtud de que sólo lo tienen los que determine el Código Civil, el Código de Procedimiento Civil y otras Leyes de la República”.

La Sala observa:

 


Se circunscribe la presente denuncia a delatar la falta de aplicación del artículo 1.368 del Código Civil, en el cual se establece que “el instrumento privado debe estar suscrito por el obligado”.

 


De la sentencia recurrida se observa que el sentenciador declaró extemporánea la impugnación, rechazo y negativa, que sobre el contenido y firma de los documentos realizara la parte demandada, fundamentado en los artículos 443 y 440 del Código de Procedimiento Civil, relativos éstos, a las reglas de impugnación y tacha de instrumentos privados, por lo cual otorgó valor probatorio a los referidos recibos de pago, siendo el criterio del juzgador, que aun cuando no hubiesen estado firmados por la empresa demandada, en virtud que presentaban estampado el sello oval de la compañía y el membrete que la identifica en la parte superior de cada uno de los recibos, ello constituía “fuertes indicios” para determinar que fueron suscritos por la demandada.

 


Ahora bien, estima la Sala que más allá de las apreciaciones del juzgador en cuanto a la valoración que hiciera de esta prueba, obtenida a través de su análisis, el motivo por el cual le otorga plena eficacia se sustentó en la extemporaneidad del medio de impugnación del recurrente, y por lo tanto, lo que debió atacarse en la presente denuncia debía ser el fundamento relativo a este particular y no lo relativo a los requisitos intrínsecos del documento privado.

 


Al no orientar el recurrente su delación, en la declaratoria de extemporaneidad que hiciera el juzgador de la referida impugnación al documento privado, obliga a la Sala a determinar su imposibilidad de conocer la misma.

 


Con respecto a la infracción del artículo 395 del Código de Procedimiento Civil, observa la Sala que el precepto en él contenido, constituye una norma expresa que regula el establecimiento de los hechos, dado que éste determina cuáles pruebas se pueden utilizar para demostrar los hechos, o determinan cómo debe el juez establecer los hechos a falta de pruebas, por lo cual debe ser delatada siguiendo los lineamientos establecidos para que la Sala pueda descender al conocimiento de los hechos, lo cual no fue realizado por el recurrente.

 

En consecuencia, por los razonamientos antes expuestos se desecha la presente denuncia. 

 

- II -

 

Con fundamento en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, denuncia la infracción del artículo 509 eiusdem, en concordancia con el artículo 12 del mismo código, por falta de aplicación.

 

Alega el formalizante que la recurrida en el análisis de los medios probatorios no podía limitarse a examinar algunas pruebas para fundamentar su decisión, silenciando otras, por cuanto en el presente caso menciona la Convención Colectiva Petrolera, única y exclusivamente como elemento probatorio promovido por la parte actora, pero sin analizarlo o examinarlo, infringiendo así el artículo 509 del Código de Procedimiento Civil, el cual le impone la obligación de analizar y juzgar todas las probanzas de autos.

 

Para decidir, se observa:

 

El desarrollo de la denuncia bajo estudio se centra en la falta de valoración de las pruebas, y a este respecto ha sido criterio reiterado de esta Sala de Casación Social que el análisis parcial o incompleto de la prueba y el silencio absoluto de la misma constituye falta de motivación de la recurrida, denunciable por defecto de actividad, con fundamento en el ordinal 4º del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil, que obliga al sentenciador a expresar los motivos de hecho y de derecho de la decisión. El incumplimiento de este requisito acarrea la inmotivación del fallo, siendo una de las causas de este vicio el silencio de pruebas por el juzgador, criterio que la Sala en reiteradas oportunidades, como la decisión de fecha 30 de noviembre de 2000, ha dejado sentado expresando lo que de seguidas se transcribe:

 

“’De acuerdo con la doctrina pacífica de la Sala -que hoy se reitera- el vicio de inmotivación por silencio de pruebas se produce cuando el juez, contrariando lo dispuesto por el artículo 509 del Código de Procedimiento Civil: a) omite en forma absoluta toda consideración sobre un elemento probatorio, es decir, cuando silencia la prueba en su totalidad; y, b) no obstante dejar constancia en el fallo de la promoción y evacuación de las mismas, prescinde de su análisis, contraviniendo la doctrina, de que el examen se impone así la prueba sea inocua, ilegal o impertinente, pues justamente a esa calificación no puede llegar el juez si previamente no emite su juicio de valoración. (Sentencia de la Sala de Casación Civil del 16 de junio de 1999, caso: Cartón de Venezuela S.A. contra Electrospace, C.A.)’

 

El criterio citado es acogido por esta Sala de Casación Social y, de su aplicación se deriva la declaratoria de infracción por la recurrida del ordinal 4° del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil, así como del artículo 509 eiusdem, pronunciamiento que hace de oficio esta Sala al observar que el sentenciador superior, aun cuando dejó constancia en el fallo de las probanzas promovidas y evacuadas, pronunció la sentencia impugnada prescindiendo absolutamente del análisis de las mismas”.

 

 

 

En virtud de que el recurrente no cumple con la debida técnica patentada ut supra para la denuncia del vicio de inmotivación por silencio de prueba, adicionado a ello que no circunscribe la denuncia en el marco de un vicio de actividad conforme al ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, es forzoso para esta Sala determinar su imposibilidad de conocer de la presente delación. Así se decide.

 

- III -
 

De conformidad con el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 12 eiusdem, se denuncia la infracción del artículo 434 del mismo Código, por falta de aplicación. 

 

Expresa el recurrente que el demandante no acompañó con el libelo de la demanda ningún elemento probatorio fundamental de su pretensión, así como tampoco señaló la oficina o lugar donde pudieran encontrarse los mismos; promoviendo los recibos de pago, la constancia de trabajo, los carnets de trabajo y la Convención Colectiva Petrolera, en el lapso de promoción de pruebas, siendo éstos los instrumentos fundamentales de su pretensión que no fueron consignados con la demanda, y por lo tanto, no debían ser admitidos y menos aun darle eficacia probatoria.

 

Para decidir, la Sala observa:

 


El artículo 434 del Código de Procedimiento Civil expresa: 

 

“Si el demandante no hubiere acompañado su demanda con los instrumentos en que la fundamenta, no se le admitirán después, a menos que haya indicado en el libelo la oficina o el lugar donde se encuentren, o sean de fecha posterior, o que aparezca, si son anteriores, que no tuvo conocimiento de ellos.

 

En todos estos casos de excepción, si los instrumentos fueren privados, y en cualquier otro, siendo de esta especie, deberán producirse dentro de los quince días del lapso de promoción de pruebas, o anunciarse en él de donde deban compulsarse; después no se le admitirán otros”.

 

 

 

En un análisis de la norma en referencia este máximo Tribunal, en Sala de Casación Civil, acogiendo el criterio del actual Magistrado Dr. Jesús Eduardo Cabrera, en la Revista de Derecho Probatorio Nº 1, expresó lo siguiente:

 

“El artículo 434 del C.P.C. trae una excepción al principio de las preclusiones de las oportunidades ordinarias para promover los medios de prueba, y es que el instrumento fundamental no promovido y producido por el actor con el libelo, puede luego proponerlo si siendo anterior a la demanda no tuvo conocimiento de él...” “…Las pruebas que las partes conocían, pero que no se ofrecieron en su oportunidad, precluyeron y no podrán proponerse fuera de los términos específicos para ello…”. Ante la ausencia de promoción de un medio, es de presumir que la parte que incurrió en tal falta no fue lo suficientemente diligente para ubicar los medios, o que renunció a ello…

 

Por otra parte, el mismo autor opina que, la institución del instrumento fundamental ha sido creada para permitir al demandado la consulta de ese medio (de allí que se consigne con el libelo o se indique donde se consultará), y permitirle así preparar su mejor defensa frente a la demanda”.

 


Ahora bien, considera esta Sala de Casación Social que el precepto contenido en el referido artículo resulta aplicable fundamentalmente a los procedimientos ordinarios civiles, mas no así a los procedimientos laborales, como es el caso de autos, porque éstos, dada su naturaleza especial tendiente a la protección del hecho social trabajo, está regido por una Ley creada para tales fines como lo es la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, la cual, regula un procedimiento que constituye como lo expresa el autor Isaías Rodríguez Díaz en su obra El Nuevo Procedimiento Laboral, citando a Trueba Urbina:  “un conjunto de principios, instituciones y normas que en función protectora, tuteladora y reivindicadora, realizan o crean derechos a favor de los que viven de su trabajo”.

 

Continúa así expresando el referido autor que “los procedimientos laborales difieren de los civiles por su naturaleza social. Sus fines sociales hacen que la nueva jurisdicción se ejerza sin la rigidez que impera en los demás procesos y de allí la especificidad de sus principios”.

 


Por ello, la Ley Especial al determinar los requisitos que deben contener las demandas intentadas ante los tribunales del trabajo, no establece la obligatoriedad de acompañar conjuntamente con el libelo documento alguno que se pudiera considerar como fundamental.

 


En efecto, el artículo 57 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimientos del Trabajo, señala:

 

“Toda demanda que se intente ante un Tribunal del Trabajo de Primera Instancia, debe contener los siguiente datos: (subrayado de la Sala).

 

 (omissis).

 

3.El objeto de la demanda, es decir, lo que se pide o reclama, lo cual se determinará con la mayor precisión posible.

 

4. Todas las razones o instrumentos en que se funde la demanda o reclamación.

 

También deben exponerse con todos los pormenores posibles, los hechos y demás circunstancias en que se apoye la demanda”.

 

 


Como se puede desprender de la norma transcrita y, en cuanto al numeral 4°, es carga para el demandante indicar en el libelo de la demanda los instrumentos en que se funda su pretensión; de lo cual resulta lógico entender que tal imposición no puede extenderse hasta el punto de considerar, que además del señalamiento que se haga en el escrito libelar, deban consignarse obligatoriamente los instrumentos en su cuerpo físico conjuntamente con el libelo de demanda a los fines de la admisión y pertinencia de éstos, pues, ello resultaría un formalismo innecesario.

 

Pretender que sea de otra manera, en atención a lo dispuesto en el artículo 434 del Código de Procedimiento Civil, iría en franca contradicción no solo con los principios de sencillez e informalidad que caracterizan al procedimiento especial laboral, sino con el espíritu y letra de los preceptos constitucionales de la vigente Carta Maga que dispone en sus artículos 26 y 257 la garantía de una justicia idónea y expedita, sin formalismos que al resultar inútiles, pudieran sacrificar la misma.

 

Ahora bien, en el caso de autos, se evidencia de la sentencia recurrida a los folios 230 y 231, que la parte actora al entablar demanda por cobro de prestaciones sociales, en su libelo alegó que con ocasión de la relación de trabajo existente entre él y la empresa demandada, se hacía acreedor de prestaciones sociales, al estar amparado por la Ley Orgánica del Trabajo y, contractualmente por la Convención Colectiva de Trabajo celebrada entre Corpoven, S.A., Lagoven S.A. y Maraven S.A., Filiales de Petróleos de Venezuela, la Federación de Trabajadores Petroleros, Químicos y sus Similares de Venezuela (FEDEPETROL) y la Federación de Trabajadores de la Industria de Hidrocarburos (FETRAHIDROCARBUROS); invocando los dispositivos legales consagrados en los artículos 3, 10, 104, 106, 108, 425, 133, 146, 219, 223 y 225 de la Ley Orgánica del Trabajo; las disposiciones de las cláusulas octava, literales “b” y “e”; cláusula novena literales “a”, “b”, “c” y “d” y numeral 24 del la cláusula 69 de la referida Convención Colectiva.

 


A todo evento, es clara que dadas las particularidades bajo la cuales se perfecciona una relación jurídica de tipo laboral, en donde el consenso de voluntades muchas veces carece de un mecanismo formal para su constitución, como lo sería un contrato escrito por ejemplo; que el instrumento fundamental bajo el cual un pretendido trabajador puede hacer valer tal condición, como todos los derechos que se derivan de la relación a la cual estaba sujeto, es simplemente la propia legislación laboral, entendida ésta como el conjunto de normas jurídicas que tienden a garantizar y proteger los derechos fundamentales de la clase trabajadora, en sí, del hecho social trabajo. Por lo tanto, no puede pretenderse bajo los lineamientos del artículo 434 del Código de Procedimiento Civil, que un trabajador traiga conjuntamente con el libelo de demanda el cuerpo físico del texto legal que sirve de sustento para hacer valer su pretensión. 

 


En el caso de los Convenios Colectivos, siendo éstos cuerpos normativos de naturaleza sui generis, por ser el producto de acuerdos, conciliación o concertación entre las organizaciones sindicales, federaciones o confederaciones de trabajadores y el sector empresarial, sus cláusulas adquieren fuerza de ley que se imponen con carácter obligatorio y, engendran una situación jurídica objetiva, general y permanente como lo enseña el reconocido autor Dr. Rafael Alfonzo Guzmán, con el objeto de establecer condiciones uniformes de trabajo; regular otras materias tendientes a elevar el nivel de vida individual y familiar del trabajador y, a estabilizar las relaciones obrero patronales.

 

De allí que, la Ley Orgánica del Trabajo preceptúa en sus artículos 508 y 509 con un sentido proteccionista los efectos esenciales de las Convenciones Colectivas, cuya fuerza jurídica está dotada con el carácter de orden público; efectos que recoge el citado autor Dr. Rafael Alfonso Guzmán en su obra Nueva Didáctica del Derecho del Trabajo, de la siguiente manera: 

 

“Resume la doctrina la teoría de los efectos de la convención colectiva en el enunciado de un doble principio, a saber:

 

a) Principio del efecto expansivo, por consecuencia del cual las estipulaciones de la convención se aplican por igual a los trabajadores contratados antes, durante y después de su vigencia. (...) Asimismo, con este principio se alude a que la convención colectiva se aplica no sólo a los miembros del sindicato que la haya celebrado, sino también a los trabajadores no adictos a ese organización, por ser indiferente a ella, o estar afiliados a otros sindicatos minoritarios; y

 

b) Principio del efecto automático, por cuya virtud las estipulaciones de la convención colectiva se convierten en cláusulas obligatorias y en parte integrante de los contratos individuales de trabajo celebrados, o que se celebren durante su vigencia, con la sola excepción de los casos a que se refieren los artículo 509 (empleados de dirección o de confianza) y 510 (representantes del patrono en la discusión y celebración de la convención)”. 

 

 


Plantea igualmente el referido autor, quien se remite a la obra “El Contrato Colectivo. Un nuevo ensayo sobre su Naturaleza Jurídica”, el siguiente criterio:

 

“Al excluir la regla Pacta Sunt Servanda, el precepto de orden público modifica o suprime del contrato de trabajo individual las cláusulas que desmejoren, contraríen o imposibiliten el cumplimiento del contrato colectivo, dispensando al deudor de cumplir total o parcialmente su obligación. Este es el fundamento jurídico del llamado efecto automático del contrato colectivo, a cuyo tenor las estipulaciones del contrato individual colidentes o menos favorables que las de aquel, deben considerarse sin validez y reemplazadas por las del pacto plural”. (Rafael Alfonzo Guzmán. Nueva Didáctica del Derecho del Trabajo).

 

 


En atención a los criterios expuestos, se debe concluir que si las estipulaciones de los contratos o convenios colectivos de trabajo se convierten en cláusulas obligatorias e integrantes del contrato individual de trabajo por dispositivo de Ley (Artículos 508 y 509 de la Ley Orgánica del Trabajo) que consagran entre otros, los llamados efectos automático y de expansión de las Convenciones Colectivas, no podría en el presente caso constituir la Convención Colectiva de la que alega ser beneficiario el trabajador el instrumento fundamental de su pretensión, entendido éste como aquél sin el cual la acción no nace o no existe, por ser del cual deriva la relación material entre las partes o el derecho que de ella se desprende, pues, en el estudio de la naturaleza jurídica del Convenio Colectivo, se entiende, que éstos tienen existencia propia en la ley, y de hecho, constituyen fuentes formales del derecho del trabajo, tal como lo señala el artículo 60, literal “a” de la Ley Orgánica del Trabajo, integrándose sus estipulaciones a los contratos de trabajo celebrados en el ámbito de su aplicación y, dado que sus consecuencias y efectos se proyectan aún a los sujetos presentes y futuros no intervinientes en la celebración del mismo, su contenido se convierte de obligatorio acatamiento, originando que la Convención Colectiva sea la única fuente normativa aplicable para regular las condiciones trabajo, y en consecuencia, mal puede entenderse que exista algún instrumento fundamental, que no sea otro que la propia Legislación Laboral.

 


Ante lo expuesto, y resultando el Contrato Colectivo de trabajo un documento público, debe entenderse que el mismo puede producirse con el libelo de demanda, o antes de los últimos informes. Así se establece.

 


Por último, las otras pruebas aportadas por el actor, a saber: los recibos de pago, la constancia y el carnet de trabajo, tampoco tenían que acompañarse con el libelo de demanda, ya que estos constituyen medios probatorios para demostrar la existencia de la relación laboral, y en consecuencia, fueron promovidos en su oportunidad legal. Así se decide.

D E C I S I Ó N

 


En virtud de las consideraciones anteriormente expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara SIN LUGAR el recurso de casación anunciado por la parte demandada contra la sentencia emanada del Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, en fecha 29 de enero de 2001.

 


Se condena al recurrente en las costas, conforme al artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 274 del mismo Código.

 


Publíquese, regístrese y remítase el expediente al Tribunal de la causa, o sea, al Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui. Particípese esta remisión al Juzgado Superior de origen ya identificado, todo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 326 del Código de Procedimiento Civil.


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas,   a    los   veintiséis   (26)  días  del  mes  de  junio de dos mil uno. Años: 191º de la Independencia y 142º de la Federación.-
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